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Del procedimiento de acusación constitucional en el 
Estado peruano: actualidad y perspectivas

A través de la presente ponencia se expone el marco normativo y jurispru-
dencial de las instituciones del antejuicio político, el juicio político y el proce-
dimiento de acusación constitucional. Por otro lado, se analizan los cambios al 
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referido procedimiento con el retorno al sistema bicameral, proponiendo algunos 
aspectos a considerar en su regulación procedimental. 

Acusación constitucional, juicio político, antejuicio político, bicameralidad 

consider in its procedural regulation.
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I. INTRODUCCIÓN

La presente ponencia tiene como temas las instituciones del antejuicio políti-
co, el juicio político, el procedimiento de acusación constitucional y los cambios 
suscitados en las mismas con la reciente aprobación de la reforma constitucional 
que reintroduce la bicameralidad al sistema parlamentario peruano.

Ciertamente, consideramos que la importancia de este manuscrito radica 
en la presentación de los conceptos jurídicos y constitucionales ya señalados: 
la presentación del procedimiento de acusación constitucional, el desarrollo de 
las garantías mínimas que debe contener acorde a la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional, su naturaleza jurídica y los principales cambios que el retorno 
al sistema bicameral le implica.

De igual forma, creemos oportuno brindar como aporte el compilado de 
la distinta jurisprudencia del Tribunal Constitucional y de la Corte Suprema de 
Justicia con respecto al procedimiento de acusación constitucional y los conceptos 
del antejuicio y juicio político. Adicionalmente, consideramos algunos elementos 
propios de la sede parlamentaria (Acuerdo de Junta de Portavoces e Informe de 
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Por último, con base en lo expuesto y a la reintroducción al sistema bicameral, 
abordamos los principales cambios al procedimiento de acusación constitucional. 
Además, proponemos qué elementos deberán ser adecuados, cuáles cambiados y 
cuáles descartados, de acuerdo con la práctica parlamentaria y los límites y reglas 
ya establecidos jurisprudencialmente por el Tribunal Constitucional.

Por tal motivo, el desarrollo de este trabajo está compuesto de cuatro partes. 
La primera parte referida a los conceptos de antejuicio político y juicio político 

desarrolla, de forma acotada, el procedimiento parlamentario de acusación cons-

reintroducción del sistema bicameral al Parlamento, el procedimiento de acusa-

señalado en la reforma constitucional ya aprobada, cuáles serían algunos esbozos o 
elementos para considerar en el nuevo procedimiento de acusación constitucional. 

II. EL CONCEPTO JURÍDICO ACTUAL DE ANTEJUICIO POLÍTICO 
Y JUICIO POLÍTICO EN EL PERÚ

Para determinar el concepto jurídico actual de antejuicio político y del juicio 

continuación.

Ambas tienen un sustento constitucional directo (arts. 99 y 100 de la Consti-
tución Política de 1993)1 y un desarrollo normativo en el Reglamento del Congreso 

1 Constitución Política. Artículo 99. Corresponde a la Comisión Permanente acusar ante 
el Congreso -

por infracción de la Constitución y por 
todo delito que cometan en el ejercicio de sus funciones y 

.

 Artículo 100. Corresponde al Congreso, sin participación de la Comisión Permanente, 

.
 El acusado tiene derecho, en este trámite, a la defensa por sí mismo y con asistencia de abogado 

ante la Comisión Permanente y ante el Pleno del Congreso. En caso de resolución acusatoria 
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(arts. 52, 253, 644 y 895, además de que son instituciones que provienen de sistemas 
de derecho europeo.5

de contenido penal, el Fiscal de la Nación formula denuncia ante la Corte Suprema en 
. La 

sentencia absolutoria de la Corte Suprema devuelve al acusado sus derechos políticos. Los 

2 Reglamento del Congreso de la República. Artículo 5. La función del control político 
comprende la investidura del Consejo de Ministros, el debate, la realización de actos e 

actos de la administración y de las autoridades del Estado, el ejercicio de la delegación de 
facultades legislativas, el dictado de decretos de urgencia, la declaratoria de regímenes de 

cumplimiento por el Presidente de la República del mensaje anual al Congreso de la Repú-
blica y el antejuicio político, cuidando que la Constitución Política y las leyes se cumplan 
y disponiendo lo conveniente para hacer efectiva la responsabilidad de los infractores».

3 Reglamento del Congreso de la República. Artículo 25. En caso de muerte, o enfermedad o 
o que 

por la comisión de delito doloso, el Congresista será reemplazado por el accesitario. En 
caso de proceso penal, si el Congresista ha sido suspendido en antejuicio político o se 
le ha impuesto detención por más de 120 días calendario, y mientras estas situaciones 
duren, será reemplazado por el accesitario. En tales casos, sus haberes serán depositados en 
una cuenta especial. Si es absuelto, le será entregada la suma acumulada y recobrará todos 
sus derechos. En caso de sentencia condenatoria por delito doloso, el monto depositado 

4 Reglamento del Congreso de la República. Artículo 64. Los procedimientos parlamentarios 
son el conjunto de actos sucesivos e integrados que se realizan para promover el debate y 
los acuerdos del Congreso destinados a producir leyes y resoluciones legislativas, actos de 

b)  Procedimientos del Control Político; que comprende la investidura del Consejo de 
Ministros, la interpelación a los Ministros, la invitación a los Ministros para que informen, 
las preguntas a los Ministros, la solicitud de información a los Ministros y a la adminis-

sobre cualquier asunto de interés público, la dación de cuenta y el antejuicio político 

5 Reglamento del Congreso de la República. Artículo 89. Mediante el procedimiento de 
acusación constitucional se realiza el antejuicio político de los altos funcionarios del Estado 

 i) Luego de la sustentación del informe y la formulación de la acusación constitucional por 
la Subcomisión Acusadora y el debate, el Pleno del Congreso vota, pronunciándose en el 
sentido de si hay o no lugar a la formación de causa a consecuencia de la acusación. En el 
primer caso, el Pleno del Congreso debate y vota, en la misma sesión, si se suspende o no 



55

Del procedimiento de acusación constitucional en el Estado peruano

impeachment, iniciado 
en Inglaterra y con desarrollo en ese país y en los EE. UU. Hay que recordar que 
en el impeachment: 

por el monarca podía merecer una sanción. La falta política a reprender sería, 
pues, aquella que, en un momento dado, la Cámara de los Comunes y la Cá-
mara de los Lores considerasen como tal. (Durand Vásquez, 2018, pp. 1-31) 

Sin embargo, en el caso del antejuicio, este tiene un origen continental fran-
cés, del cual se debe recordar lo siguiente:

de tratamiento diferenciado de la criminalidad de los ministros. Constituye 

la llamada a determinar si el funcionario cuestionado tiene responsabilidad 

Como se ha visto, la Constitución Política actual recoge, con sus varia-

parlamentarios, se trata de funciones o competencias exclusivas del Congreso de 
la República, el cual a través del procedimiento de acusación constitucional puede 
conocer tanto denuncias de presunta comisión de infracciones constitucionales, 
como de presuntos ilícitos penales.

al Congresista acusado en el ejercicio de sus derechos y deberes funcionales, el cual queda 
sujeto a juicio según ley. En el segundo caso, el expediente se archiva.

Permanente. El acuerdo aprobatorio de suspensión requiere la misma votación.

 -
ción constitucional, en un juicio político previsto en el primer párrafo del artículo 100 
de la Constitución
del Congreso, sin participación de la Comisión Permanente, siguiendo el principio de razo-
nabilidad señalado por la Comisión de Constitución y Reglamento en su Informe presentado 
el 27 de enero del 2004 y aprobado por el Pleno del Congreso el 28 de enero del mismo año. 
En este caso, la aplicación de la sanción impuesta por el Congreso es inmediata. Si un Con-
gresista solicitara, como consecuencia de la pluralidad de denunciados, que una acusación 
sea votada por separado, el Presidente accederá a su petición, sin debate. Los acuerdos del 
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2.2.  Desarrollo jurisprudencial de los conceptos

Nuestro Tribunal Constitucional, en la Sentencia recaída en el Expediente 

juicio político:

el derecho de no ser procesados penalmente por la jurisdicción ordina-
ria, si no han sido sometidos previamente a un procedimiento político 

un(os) tipo(s) penal(es) de orden funcional, previa e inequívocamente 
. En ese sentido, en el antejuicio sólo caben for-

mularse acusaciones por las supuestas responsabilidades jurídico-penales 
(y no políticas) de los funcionarios estatales citados en el artículo 99 de la 
Constitución, ante los supuestos delitos cometidos en el ejercicio de sus 
funciones. Una vez que el Parlamento ha sometido a investigación la 
denuncia (que puede provenir de su propio seno) y ha determinado la 

, actúa 
como entidad acusadora, dejando sin efecto la prerrogativa funcional del 
dignatario, suspendiéndolo en el ejercicio de sus funciones, y poniéndolo a 

congresal sancionadora, prevista en el primer párrafo del artículo 100° 
de la Constitución, no sólo puede ser ejercida en aquellos casos en los 
que exista una sentencia condenatoria emanada del Poder Judicial, por los 
delitos funcionales en que incurran los funcionarios previstos en su artículo 
99°, 

de por medio. Y es que si bien la función punitivo-jurisdiccional es privativa 

jurídica»), la función político-punitiva (aquella que puede sancionar sobre 

el principio de separación de poderes es el que garantiza la ausencia de toda 
valoración política en las decisiones del Poder Judicial. Esa es la manera 
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-
narios que componen la estructura orgánica prevista en la Carta Política, 
compromete peligrosamente el adecuado desenvolvimiento del aparato 
estatal. En estos casos, la razón del despojo del cargo no tiene origen en la 
comisión de un delito, sino en la comisión de faltas que aminoran, en grado 

-

En términos similares la Corte Suprema de Justicia en reciente jurisprudencia 
con respecto al antejuicio ha señalado:

5. El presupuesto constitucional de la institución del antejuicio es la 
-

lución acusatoria de contenido penal con indicación de los delitos que 
correspondan y que se cometan en el ejercicio de las funciones del alto 

-

. Los requisitos legales del procedimiento y 
ulterior decisión corresponden al derecho ordinario, parlamentario en este 
caso —a través del Reglamento del Congreso—. A esta institución, de uno 

de la Constitución de mil ochocientos veintitrés (1823), que habilitaba al 
Congreso a acusar y a declarar ha lugar a la formación de causa tanto por 
infracción constitucional como por la comisión de delitos cometidos en el 
ejercicio de sus funciones por los altos funcionarios. 

6. 

para la integridad del sistema nacional: garantiza y protege el ejercicio 
de determinados cargos públicos que tienen importancia particular para 

-
solamente se erige en una 

no desplaza a la jurisdicción penal ordinaria, por lo que es una prerro-
gativa relativa que solo requiere el acto parlamentario respectivo. La 

órgano constitucional concernido —en este caso de la Presidencia de 

ofendido (el orden constitucional: Estado)— y, como tal, tiene un rasgo 
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-

caso— y, como apunta, KLAUS VOLK, residenciado en un presupuesto 
relativo a la persona del imputado, por lo que, si el Parlamento lo levanta, 

la formación de causa al ser un obstáculo procesal que sirve al resguardo 
del buen cumplimiento de las funciones, en este caso del presidente de la 

-
 (R. 

 5 y 6)

Asimismo, el Tribunal Constitucional profundizando el concepto de juicio 
político ha señalado:

En el juicio político, llevado a cabo por el Congreso de la República, la 
propia Constitución es el parámetro normativo para evaluar si alguno de 
los altos funcionarios ha 
cometido o no una infracción contra ella. En efecto, la tarea del Congreso 

proporcionalidad, si los hechos denunciados en un juicio político cons-
tituyen o no una infracción de la Constitución. Tal atribución no solo le 

norma suprema que le impone el deber de velar por el respeto de la Constitu-
ción y disponer lo conveniente para hacer efectiva la responsabilidad de los 
infractores. 
no es otra que la política. Por tanto, así como en el caso de un delito el 

-

la infracción constitucional

De los pronunciamientos jurisprudenciales y la doctrina señalada es posible 
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ante competencias exclusivas otorgadas al Congreso. Entonces, en cada caso con-
creto será a través de procedimientos parlamentarios y sus resultados serán actos 
parlamentarios. En ambos supuestos solo se podrán aplicar a los altos funcionarios 

Además, ambos mecanismos tienen como sustento el deber del Congreso de 
velar por el cumplimiento irrestricto de la Constitución. Por un lado, en el antejuicio 

contra los altos funcionarios tengan un sustento objetivo y no sean producto de 
una persecución política6. Por otro lado, en el juicio político, el cumplimiento del 

conductas denunciadas por haber infringido mandatos constitucionales o haber 
incurrido en prohibiciones constitucionales.

En esa lógica, en ambos supuestos nos encontramos ante procedimientos 
parlamentarios y potenciales pronunciamientos de naturaleza jurídica, pero con 
elementos políticos propios del fuero parlamentario. Ello es así por la naturale-
za eminentemente política de los Parlamentos: su origen (elección popular), su 
ejercicio práctico (el debate, consenso y enfrentamiento entre sectores políticos 

Tribunal Constitucional ha reiterado que el ejercicio de la función de la acusación 

del parlamento) pero necesariamente vinculados a límites jurídicos (principios 

En ese sentido, cuando nos encontremos ante el procedimiento parlamentario 
de acusación constitucional, sea por antejuicio político o juicio político, los distin-
tos operadores jurídicos deberán tomar en consideración los elementos técnicos 
jurídicos establecidos a cada uno para determinar su admisibilidad o posible fun-
dabilidad. Sin embargo, no debemos olvidar que necesariamente el Constituyente, 
el legislador y la jurisprudencia permiten espacios propios de discrecionalidad 

debiendo siempre entender que dicho ejercicio de discrecionalidad política deberá 
aplicarse conforme a los principios de seguridad jurídica.

6 Y, por tanto, en caso no sea ese supuesto, habilitar a los órganos de justicia a cumplir con su 
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III.  DEL PROCEDIMIENTO DE DENUNCIA CONSTITUCIONAL EN 
EL PERÚ: MARCO NORMATIVO, ETAPAS Y NATURALEZA

El procedimiento de acusación constitucional tiene como sustento cons-
titucional directo los artículos 99 y 100 de la Constitución Política y como tal 
tiene un desarrollo legal en el artículo 89 del Reglamento del Congreso, cuya 

2003-CR, art. 1). Aunque con cambios importantes, en general ha mantenido su 

3.1. Etapas del procedimiento de denuncia constitucional

En ese sentido, el procedimiento de acusación constitucional tiene tres etapas 

La etapa de investigación e informe.

La etapa de juzgamiento.

La primera etapa incluye desde la presentación de la denuncia constitucional, 
la cali

a la Comisión Permanente para, en caso de denuncias declaradas improcedentes 

La segunda etapa inicia desde el retorno de la denuncia constitucional de-
clarada procedente. en todo o en parte, y con el plazo de investigación otorgado 
por la Comisión Permanente, a efectos de que la misma sea delegada a uno de 
los miembros de la subcomisión para que realice las actividades de investigación 
correspondiente (recepción de descargos, emisión de Informe de hechos y pruebas, 

parte de la denuncia constitucional o su archivamiento, es presentado y puesto al 
voto del Pleno de la Subcomisión de Acusaciones Constitucionales, y lo remite 
(en caso la recomendación sea aprobada) a la Comisión Permanente.

es aprobada en la Comisión Permanente, este órgano procede a conformar una 
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La tercera etapa se inicia con la citación a audiencia para la presentación 
de la acusación constitucional (sea de juicio político o de antejuicio político), 
la presentación de la defensa del acusado, y el debate y votación por parte del 
Pleno del Congreso, sin la participación de los miembros de la Comisión Per-
manente. En este aspecto cabe mencionar que el Congreso de la Republica, a 

vinculante que 

y a aquellos suplentes que votaron en dicha instancia parlamentaria. En caso 
de que haya votado algún suplente, quedará habilitado su respectivo titular 
para votar en el Pleno, de forma que se cumpla con el número de integrantes 
en la Comisión Permanente, que en la actualidad son 307. 

Dicho acuerdo ha buscado uniformizar los criterios de interpretación para 
garantizar que la lógica del mandato constitucional referido a que los congresistas 
que formaron parte de la etapa de instrucción no sean luego los que participen, 
con su voto, en la etapa de juzgamiento. De ese modo se preserva la garantía de 
imparcialidad entre ambas etapas del procedimiento parlamentario.

En ese sentido, en la etapa postulatoria y de investigación, la Subcomisión 
de Acusaciones Constitucionales no realiza actividad de acusación o similar. En 

requisitos de admisibilidad y procedencia de la denuncia constitucional8.

Por tanto, será producto de la actividad de investigación, limitada a los medios 
probatorios aportados por las partes, solicitados por el congresista delegado o por 
cualquiera de los miembros de la Subcomisión de Acusaciones Constitucionales, 
que el congresista delegado podrá determinar si se cumplen los presupuestos 
mínimos y probatorios para poder establecer la viabilidad de una acusación cons-
titucional, sea por antejuicio político o juicio político, y formular la propuesta 

por parte de la Comisión Permanente.

7 Aunque se ha precisado que la referencia exacta seria miembros de la COMISION PERMA-

de plantear acusación constitucional. 
8
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quien, sin la participación de los miembros de la Comisión Permanente, de-

del artículo 89 del Reglamento del Congreso9, si se aprueba o no la acusación 

la Comisión Permanente.

3.2.  Naturaleza jurídica del procedimiento de acusación constitucional.

Ahora, cabe precisar que el término acusación en términos del procedi-
miento de acusación constitucional no es similar o equivalente a una acusación 
en los términos procesales penales, pues la misma tiene que entenderse dentro de 
los límites y parámetros de las vertientes de antejuicio político y juicio político 
explicadas en el acápite anterior.

9 Reglamento del Congreso de la República. i) Luego de la sustentación del informe y la 
formulación de la acusación constitucional por la Subcomisión Acusadora y el debate, el 
Pleno del Congreso vota, pronunciándose en el sentido de si hay o no lugar a la formación 
de causa a consecuencia de la acusación. En el primer caso, el Pleno del Congreso debate 
y vota, en la misma sesión, si se suspende o no al congresista acusado en el ejercicio de 
sus derechos y deberes funcionales, el cual queda sujeto a juicio, según ley. En el segundo 
caso, el expediente se archiva
por la presunta comisión de delitos en ejercicio de sus funciones, requiere la votación 

-
litación o destitución por infracción constitucional, en un juicio político previsto en el 

 señalado por la Comisión de Cons-
titución y Reglamento en su Informe presentado el 27 de enero del 2004 y aprobado por el 
Pleno del Congreso el 28 de enero del mismo año. En este caso, la aplicación de la sanción 
impuesta por el Congreso es inmediata. Si un Congresista solicitara, como consecuencia 
de la pluralidad de denunciados, que una acusación sea votada por separado, el Presidente 

sobre acusación constitucional o juicio político, deben constar en Resolución del Congreso. 
En la votación están impedidos de participar los miembros de la Comisión Permanente y 
de la Subcomisión de Acusaciones Constitucionales que estuvieron presentes. Cuando son 
varias las personas comprendidas en la acusación constitucional, la votación se efectúa en 
forma separada por cada uno de los acusados. El acuerdo de haber lugar a formación de 
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En un sentido más amplio la acusación en sede congresal consiste 

decisión, previo debido procedimiento legal, del Congreso a través de sus 
respectivos organismos internos (Subcomisión de Acusaciones Constitucio-
nales, Comisión Permanente y Pleno del Congreso) —los pasos o trámite, 
que se inicia con la denuncia constitucional, están previstos en el artículo 
89 del Reglamento del Congreso—. 
procesal penal, y desde nuestro ordenamiento, es un acto de postulación 

punitiva y, en su caso de resarcimiento, a partir del cual queda integrado 
el objeto procesal penal: petición de pena, basada en un título de condena 
y fundamentada en la presunta comisión de un hecho punible de carácter 

-
MENO SENDRA, JOSÉ VICENTE: Derecho Procesal Penal, 3ra. edición, 

Las diferencias, pues, son mar-

si para acusar penalmente hace falta una imputación previa —solo se 
-

viamente ha sido investigado— que se inicia y se consolida en sede de 
investigación preparatoria, que es lo que ha asumido la Constitución al 
señalar la consecuencia jurídica de la emisión de la resolución acusatoria 

. Con razón precisó 

dos mil tres, que por el antejuicio los altos funcionarios tienen el derecho a 

ordi

En ese sentido, la terminología acusación constitucional es propia del pro-
cedimiento parlamentario y responderá a la naturaleza de cada vertiente de juicio 
o antejuicio políticos.

Ahora, esto último nos obliga a precisar la naturaleza del procedimiento de 

(2012) señalamos que:

que como acusación constitucional se designa al 
proceso parlamentario mediante el cual se gestiona dos tipos distintos 
de faltas cuya comisión pueden cometer quienes señala de modo ta-
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. Se trata de un proceso constitucional, porque 
, aunque no sea 

uno relacionado a las garantías constitucionales como lo son los procesos 
de inexequibilidad constitucional, habeas corpus, amparo, acción popular, 
habeas data o acción de cumplimiento. La acusación constitucional es un 
proceso reservado exclusivamente a dos tipos de transgresión, cuya iniciación 
y tramite no se aplica extensivamente a ningún otro funcionario que no sea 
de los restrictivamente designados, y que además no puede iniciarse sino por 

El hecho singular de su desarrollo en un entorno típicamente político 
como lo es la sede de la representación popular ante el Estado genera 
características y límites peculiares que requieren una valoración y gestión 

 Lo que 
de naturaleza jurisdiccional tiene la acusación constitucional es que quienes 
lo llevan a cabo no son ni tienen formación como jueces ni abogados, puesto 
que actúan en función del mandato popular, y según la Constitución para el 

-
petencias que demande conocimiento, formación ni expertise en disciplina 
jurídica alguna. El carácter jurisdiccional de este proceso constitucional 

quienes tienen mandato para ejercitar justicia en representación, por 
. En este proceso, en consecuencia, deben 

-
za presunta que el pueblo les otorga como consecuencia de su elección. La 

título para valorar y, en su caso, absolver o condenar a quienes corresponde 

en un pronunciamiento reciente en donde concluyó:

OCTAVO. Que la institución del antejuicio político o acusación constitu-
cional, referida a los delitos que un alto funcionario público comete en el 
ejercicio de sus funciones (ex artículo 99 de la Constitución), es una pre-
rrogativa institucional de naturaleza procesal, que desde el punto de 
vista del derecho a la jurisdicción se hace efectiva mediante actuaciones 
de naturaleza parlamentaria por las cuales el Congreso autoriza a la ju-
risdicción penal ordinaria a procesarlo penalmente. Ello, en modo alguno, 
constituye una delegación de facultades jurisdiccionales al Congreso, 
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SUPREMA, f. j. 8) 

En ese sentido, no nos encontramos ante un procedimiento administrativo, ni 
ante un proceso propiamente jurisdiccional, sino ante un procedimiento parlamen-
tario, el cual se sustenta en su función constitucional de ejercer control político.

Esta determinación es sumamente importante pues, al reconocerse el proce-
dimiento de acusación constitucional como uno de naturaleza propiamente parla-
mentaria, su regulación debe realizarse a través del Reglamento del Congreso, así 
como de los informes consultivos y prácticas parlamentarias aplicables. 

Las normas procedimentales administrativas y los códigos procesales úni-

De este modo, debe resguardarse que toda aplicación supletoria de normas 
adjetivas no administrativice o no judicialice el procedimiento de acusación cons-
titucional, situación importante por ejemplo para determinar las formas y métodos 

3.3.  De las garantías mínimas en el procedimiento de acusación constitucional

Ahora, la naturaleza parlamentaria del procedimiento de denuncia constitu-
cional ha sido reconocida expresamente por el Tribunal Constitucional en su juris-

un conjunto de garantías.

toda actuación de los órganos estatales o particulares dentro de un 
proceso o procedimiento, sea jurisdiccional, administrativo sancionatorio, 
corporativo o parlamentario, -
so. Así como no existen islas exentas al control constitucional, tampoco es 
posible sostener que existan escenarios en los que se puedan desconocer, 

ello supone aseverar, con el mismo énfasis, que la Constitución ha perdido 
su condición de norma jurídica, para volver a ser una mera carta política 
referencial, incapaz de vincular al Congreso de la República, al privilegiarse 
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la majestad de los poderes públicos frente a los derechos fundamentales de 
la persona. Empero, esto último se encuentra reñido con la lógica del actual 
Estado Constitucional y, obviamente, no es compartido por este Tribunal 

En ese orden de ideas, en las Sentencias del Tribunal Constitucional recaídas 
10 11

12 13 14, 
entre otras, se ha podido determinar que entre los derechos mínimos incluidos en 
sede parlamentaria se encuentran entre otros los siguientes:

Derecho a la defensa.

Derecho al plazo razonable para ejercer la defensa.

Derecho a la prueba (aportar y valoración).

Derecho a la motivación.

Respecto de cada garantía o aspecto del debido proceso, el Tribunal Cons-
titucional en su jurisprudencia ha desarrollado los elementos que el Parlamento 
debe respetar. Por ejemplo, en relación con el derecho a la defensa, se ha referido 
la posibilidad de que los denunciados puedan ejercer su defensa con asistencia 
de un abogado, que tenga acceso al expediente de la denuncia constitucional, 
que cuente con plazos razonables para ejercer su defensa, entre otros elementos.

En este orden de ideas, respecto del principio de imparcialidad, de una 

sancionadora tienen que regirse por los cánones y límites de la imparcialidad. 
-

mado al respecto:

10

11

12

13

14
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55. Subyace en la propia Constitución el derecho a ser juzgado en sede po-
lítica por una autoridad independiente bajo criterios objetivos y razonables 

inhabilitación del funcionario se vota sin la participación de la Comisión 
Permanente, toda vez que ésta ha sido la que ha acusado, no pudiendo en 
consecuencia actuar como juez y parte o, en el mejor de los casos, como 

Este derecho también se encuentra previsto en el procedimiento de acusa-
ción constitucional. (f. j. 55) 

Desarrollando con mayor precisión en qué consiste la garantía y el nivel de 
exigencia de imparcialidad que se le debe requerir a los parlamentarios cuando 
realizan actividad de investigación (como lo es la etapa instructiva en la acusa-
ción constitucional):

Empero, siendo un ámbito orientado a la investigación de hechos y no 
a la toma de decisiones que, de modo inequívoco, por su sola adopción, 
inciden sobre la esfera subjetiva de las personas, el contenido de la 
imparcialidad aquí exigible, con los matices que quepa establecer, está 
mucho más cercano al que cabe oponer al Ministerio Público que al que 
impregna la labor de la jurisdicción.

Por ello, resulta que no solo no es reprochable, sino que es inherente a una 
comisión de investigación que sus miembros, a medida que suman elemen-
tos de valoración, desarrollen una hipótesis del caso vinculada a los hechos 
que conocen, la cual, ciertamente, puede inclinarse progresivamente a la 
atribución de responsabilidades a determinadas personas hasta que ella 

Lo que sí resulta claramente exigible a los miembros de una comisión de 
investigación es el respeto por la imparcialidad desde un punto de vista 
subjetivo. De ahí que ningún miembro de la comisión pueda tener un interés 
personal directo o indirecto en el resultado de la investigación. De ahí que, 
en lo que resulte pertinente, por analogía, son aplicables a los miembros de 
una comisión las causales de inhibición previstas en el artículo 53°, inciso 
1, del Nuevo Código Procesal Penal. 

no puede ser entendida como las divergencias de posición institucionales 
que son el resultado de la distinta correlación de las fuerzas políticas 
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en un Parlamento. La confrontación de posiciones que puedan surgir entre 

políticas contrarias, es el resultado de la democrática pluralidad de partidos o 
movimientos políticos en el Congreso. No se trata de la enemistad personal, 

literal e), del Nuevo Código Procesal Penal. 

-
tación de las personas (artículo 2 de la Constitución) y no se realice una 

presunción de inocencia (artículo 2 inciso 24, literal e, de la Constitu-

el caso, una vez analizados los actuados respectivos. Por lo demás, sostener 
la tesis de que se encuentran jurídicamente impedidos de hacerlo es 

De los extractos citados se evidencia que el parámetro de exigibilidad a un 
miembro de la Subcomisión de Acusaciones Constitucionales es el de la impar-
cialidad subjetiva, en tanto lo que se debería demostrar es que la persona guarda 
un interés directo o indirecto, concreto con el resultado de la investigación.

el marco fáctico y jurídico sobre el cual se decidirá la controversia. Es, por 
ello, indispensable que la autoridad sometida a un procedimiento parlamen-

permitir trazar su estrategia de defensa. 

las conductas cuestionadas dentro del tipo penal respectivo (en el caso 
del antejuicio) o de la cláusula constitucional infringida (en el caso de 
las infracciones a la Constitución). En este último caso, al no existir aun en 
nuestro modelo un cuerpo normativo que precise cuáles son las infracciones 
constitucionales y sus posibles sanciones, 
prolija

Tribunal Constitucional establece que:
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De lo expuesto se desprende que incluso el accionar parlamentario en el 

, y más aún cuando, en el modelo constitucional perua-
no, no existe propiamente un catálogo o cuerpo normativo que regule cuáles 
son las infracciones a la Constitución y qué clase de sanciones ameritaría su 
comisión. 
marco de un juicio político tenga que ser ejercido de forma especialmente 
prolija, ya que de ello se pueden desprender medidas que inciden en los 
derechos políticos de las autoridades

Sumado a ello, debe tenerse en consideración que dicha obligación de motivar 
debe darse en los informes y actuaciones que conforman el expediente de cada 
denuncia constitucional, reconociéndose que la motivación por remisión es una 
herramienta válida para aplicarse en el procedimiento de denuncia constitucional:

Precisamente, la Resolución Legislativa del Congreso N.° 003-2001-CR, que 
inhabilita a las recurrentes, es un acto parlamentario con efectos particulares. 
Este tipo de fuentes normativas con rango de ley no tienen parte considerativa 
sino solo resolutiva, como los textos legales, porque la fundamentación de 
la sanción consta en el Informe Final de la Acusación Constitucional que 

 

Por tanto, podemos concluir que, si bien en el procedimiento de denuncia 
constitucional se incluyen garantías propias del derecho al debido proceso, estas 

: i) permitir al Ministerio Público la persecución del 
delito (antejuicio político) e ii) imponer sanciones por la comisión de infracciones 
constitucionales a los altos funcionarios previstos en el artículo 99 (juicio político). 

instituciones de procesos jurisdiccionales o administrativos deberán primero ser 

IV.  DE LOS CAMBIOS INTRODUCIDOS CON EL RETORNO A LA 
BICAMERALIDAD

El Peruano el 20 de marzo de 2024, se ha establecido el retorno a la bica-
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artículos 99 y 10015 relativos al antejuicio político y al juicio político. 

El nuevo tratamiento que se le hace al procedimiento de acusación constitu-

Corresponde a la Cámara de Diputados, de acuerdo con su reglamento, 
acusar ante el Senado

delito que cometan en el ejercicio de sus funciones ya hasta 5 años después 

Corresponde al Senado, de acuerdo con su Reglamento, suspender o 

. 

El acusado tiene derecho, en este trámite, a la defensa por sí mismo y con 
asistencia de abogado ante la Cámara de Diputados y el Senado. 

evalúa conforme a sus atribuciones, el ejercicio de la acción penal corres-
pondiente ante la Corte Suprema. 

La sentencia absolutoria de la Corte Suprema devuelve al acusado sus de-

Al respecto, lo que se pretende con estas nuevas funciones y atribuciones 
conferidas tanto a la Cámara de Diputados, como a la de Senadores, lo hemos 
visto ya en la Constitución Política de 1979, tanto en el artículo 183 como el 184 

que se pretende conseguir es el mismo, solo que para llevarlo a cabo con la actual 

Congreso conformadas por diferentes integrantes. 

15

de la República del Perú. 
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Consideramos que con ello puede existir una mayor transparencia y motiva-
ción en el proceso de acusación constitucional que se le sigue a los altos funcio-
narios, cuyas características han sido descritas en el presente artículo.

No obstante, pese a esta reforma constitucional de los artículos 99 y 100 de 
la Constitución Política del Perú, cabe resaltar que el último 9 de abril de 2024 
en el Congreso de la República, la Comisión de Constitución y Reglamento ha 
aprobado un dictamen que intenta incorporar una disposición complementaria 

Dicho dictamen pretende que el artículo 99 de la Constitución sea reformado 
en los siguientes términos:

Corresponde a la Cámara de Diputados, de acuerdo con su reglamento, 
a los senadores; a 

los diputados; a los ministros de Estado
-

 por infracción de la Constitución 
y por todo delito que cometan en el ejercicio de sus funciones y hasta cinco 
años después de que hayan cesado en éstas16

Concerniente a esta actual situación, el Congreso de la República pretende 

serie de funcionarios de instituciones que conforman el Sistema Electoral, para que 
puedan ser sometidos a acusaciones constitucionales mediante el proceso de juicio 
político. Cabe mencionar que a la fecha el referido dictamen no ha sido objeto de 
exposición y debate ante el Pleno del Congreso de la República. 

Es preciso señalar que esta propuesta obedece no solo a los Proyectos de Ley 
17 18 19

16 Véase el Dictamen de la Comisión de Constitución y Reglamento del Congreso de la Repú-

17 Presentado por el congresista Luis Ángel Aragón Carreño del grupo parlamentario Acción 
Popular. 

18 Presentado por la congresista Rosseli Amuruz Dulanto del grupo parlamentario Avanza País.
19
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CR20, 21 22, planteados por diferentes ban-
cadas del Congreso de la República, sino también a una exhortación expresa de 
parte del Tribunal Constitucional en diferentes sentencias. Cabe mencionar como 

a las autoridades electorales y la sentencia recaída en el Expediente N.° 00003-

respecto al Presidente del Pleno del JNE, este debe considerarse dentro del ámbito 
del artículo 99 de la Constitución23.

Por ello, el Tribunal Constitucional exhorta al Congreso de la República a 
reformar el artículo 99° de la Constitución, incluyendo a los mencionados 
funcionarios del sistema electoral entre aquellos dignatarios que gozan del 
privilegio de antejuicio político, o, en su caso, incluyendo una disposición 
que permita ampliar el privilegio de antejuicio a aquellos funcionarios que 
la ley establezca, tal como lo hiciera el artículo 183° de la Constitución 
de 1979. (f. j. 27)

El dictamen fue aprobado por mayoría en la Comisión de Constitución y 
Reglamento, con 16 votos a favor, 4 en contra y 5 abstenciones. Pese a que esta 
propuesta aún no se ha llevado al Pleno del Congreso para su votación, debemos 
señalar que existen posiciones que alertan de un peligro de que dicha facultad 
arriesgue a los mencionados órganos a actuar de manera politizada. Y es que 
actualmente la Constitución solo faculta al Congreso de la República para acusar 
constitucionalmente a jueces supremos (dentro de ellos el presidente del Jurado 

entre otros, pero no al resto de los miembros de los organismos electorales. 

Al respecto, el solo hecho de que un alto funcionario de la Nación se encuen-
tre sujeto al control del parlamento a través del juicio político, no puede implicar, 
per se, su sujeción o riesgo de actuación bajo criterios políticos. Si ese argumento 

20 Presentado por el congresista Elvis Hernán Vergara Mendoza del grupo parlamentario Acción 
Popular.

21 Presentado por el congresista Wilson Soto Palacios del grupo parlamentario Acción Popular.
22 Presentado por el congresista Alejandro Soto Reyes del grupo parlamentario Alianza Para el 

Progreso.
23
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fuera de recibo se tendría que proponer que solo las altas autoridades de origen 
de elección popular y con discrecionalidad política podrían ser sujetos de dicho 
control, lo cual no ha sido el modelo histórico de la institución.

Sin embargo, en el debate parlamentario y democrático deberán atender-
se estas preocupaciones referidas a un peligro o riesgo a la autonomía de los 
órganos electorales. Ahora bien, se debe recordar que la sola incorporación de 
dichas autoridades al procedimiento de denuncia constitucional, por el alcance 

el supuesto de un caso concreto, la parte afectada podrá recurrir al Tribunal 
Constitucional a efectos de que concilie y disponga la interpretación constitu-
cional adecuada al caso concreto.

V.  FUTURO DEL PROCEDIMIENTO DE ACUSACIÓN CONSTITU-
CIONAL EN EL NUEVO MODELO DEL CONGRESO BICAMERAL 

Habiendo expuesto los principales cambios en el proceso de acusación cons-

de 1993, es posible postular algunos elementos que el referido procedimiento 
parlamentario deberá contener:

 El procedimiento de acusación constitucional se regulará en los reglamentos 
de las cámaras de diputados y de senadores, aunque en cada instrumento 
solo podría regularse la etapa correspondiente a la cámara respectiva. Dada 
la redacción de la reforma constitucional, no sería posible que se regule todo 
el procedimiento en el Reglamento del Congreso.

 La Subcomisión de Acusaciones Constitucionales, actualmente un grupo 
especializado que forma parte de la Comisión Permanente, dejaría de existir 
como tal, puesto que la Comisión Permanente no debería tener injerencia 
alguna en el procedimiento. La Comisión Permanente de un Congreso 
Bicameral se conforma con integrantes de ambas cámaras, por lo que si se 
permite a dicho órgano intervenir en alguna etapa del procedimiento, afectará 
la garantía de la imparcialidad de la Cámara de Senadores.

 En ese sentido, la propuesta implicaría convertir a la actual Subcomisión 
de Acusaciones Constitucionales en una Comisión ordinaria perteneciente 
a la Cámara de Diputados, por tanto, integrada solo por diputados en forma 
proporcional al número de bancadas y miembros de cada una de estas. 
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 Dicha comisión ordinaria deberá mantener las funciones y competencias que 
tiene actualmente, la recepción de las denuncias, la emisión de los informes 

-
gresista delegado, llevar a cabo la audiencia, actuar las pruebas incorporadas 
al procedimiento, etc. 

vestigación, dado que la práctica parlamentaria ha demostrado que el plazo 
otorgado (15 días hábiles) es imposible de ser cumplido. También que se 

ese momento una comisión ordinaria, automáticamente se dé inicio a la 

 En esa lógica, el Pleno de la Cámara de Diputados solo tendría una activi-

acusaciones constitucionales. En caso el informe concluya que se deba inter-
poner acusación constitucional, se deberá elegir cuáles diputados formarán 
la comisión acusadora ante el pleno de Senadores, quienes al no participar 
salvo en esta última etapa garantizaran el principio de imparcialidad.

 En ese sentido, en el reglamento de la Cámara de Senadores, deberá reco-
gerse la regulación existente referida a la invitación de la parte acusada, el 
ejercicio de su derecho de defensa, los quórums y tipo de votaciones que se 

-

deberán recoger la razonabilidad de proporcionalidad que exige el Tribunal 
Constitucional para cada una (Antejuicio político mayoría de mitad más uno 

-
mación de la Cámara de Senadores (60 senadores).

VI.  CONCLUSIONES

En la actualidad, bajo el esquema de pesos y contrapesos, de distribución 
de funciones y separación de poderes, se ha evidenciado que en nuestro país el 
papel del Congreso ha tomado una mayor relevancia en cuanto al control que 

sin embargo, el control debe darse en el marco del respeto a las funciones cons-
titucionales de cada institución, sin interferencias que imposibiliten la actuación 
de los poderes públicos.
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Como se ha señalado ampliamente en la doctrina, una de las características 
esenciales del Estado Constitucional es que este incluye una amplia gama de 
sistemas de control, que alcanzan a diferentes estructuras y niveles dentro del 

que pueda ejercer el Congreso sobre actos del gobierno no debe entenderse como 

En relación con el juicio político y el antejuicio político, cuya función 
recae en el Congreso de la República, es menester establecer que pese a ser 
una instancia eminentemente política, sus integrantes tienen la obligación de 
actuar siempre bajo los criterios de razonabilidad y proporcionalidad. Lo que se 
quiere determinar es si los hechos denunciados constituyen o no una infracción 
constitucional, así como si los hechos materia de denuncia corresponden a las 

el Congreso de la República del Perú, tienen un efecto transcendental en nuestro 
ordenamiento constitucional, cuya distribución de funciones tanto para la Cámara 
de Diputados como la de Senadores respecto de la acusación constitucional y el 
antejuicio político y juicio político mantienen la esencia de lo que se pretende 
conseguir con su aplicación.
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